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	  TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	PRIMERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 539/2021/1.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: DIRECCIÓN DE RESPONSABILIDADES Y ETICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.



	MAGISTRADA PONENTE: MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.




San Luis Potosí, San Luis Potosí, a treinta de septiembre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 539/2021/1, promovido por el C. **********, contra actos de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diez de agosto de dos mil veintiuno, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, y por el acto que hizo consistir en: 

“(…) IV.- “La resolución o acto que se impugna: La resolución de fecha 30 de marzo del año en curso recaída dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades identificado con el numeral **********instaurado en contra del suscrito y de diversos servidores públicos del Organismo Público descentralizado, denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, mediante la cual se pretende imponer como sanción una multa por la cantidad de**********.).”

Mediante auto del once de agosto de dos mil veintiuno, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.-  Substanciado que fue el procedimiento en cada una de sus etapas, a las doce horas del veinte de octubre de dos mil veintiuno, se dio inicio a la audiencia final, sin la asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se agregaron a los autos los escritos de las partes, por lo que se les tuvo por hechas las manifestaciones, y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 24, 30 fracción II inciso d) 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

Por lo que se refiere al interés jurídico del Actor, éste se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, misma que la Parte Actora acompañó a la demanda como anexo 2 dos consistente en la resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra del aquí actor, documental que es visible de la foja 31 a la 84 del expediente en que se actúa; de la cual se desprende que se le impuso como sanción una multa, por lo que es evidente que el Actor detenta interés jurídico para controvertir en este Juicio Contencioso Administrativo dicha resolución.

Por su parte, el que comparece en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, en representación de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, justificó su carácter, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la documental relativa a copia certificada del nombramiento que le fue expedido,  y que se encuentra visible en las fojas 103 y 104 del expediente en el que se actúa.
A la referida documental se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, que la Parte Actora hizo consistir en:

“(…) IV.- “La resolución o acto que se impugna: La resolución de fecha 30 de marzo del año en curso recaída dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades identificado con el numeral **********instaurado en contra del suscrito y de diversos servidores públicos del Organismo Público descentralizado, denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, mediante la cual se pretende imponer como sanción una multa por la cantidad de**********).”

En relación a la pretensión de la parte actora que es  la nulidad del mencionado acto.

Por su parte la Autoridad Demandada sostiene la legalidad del acto impugnado.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

La autoridad demandada compareciente hace valer la causal de improcedencia prevista en el numeral 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el actor no presentó la demanda de nulidad dentro del término establecido  por el citado artículo 24 fracción I, inciso a) del Código invocado.

Señala la demandada que en el caso la Ley aplicable lo es la que rigió el procedimiento administrativo de responsabilidades, es decir la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cual también es invocada en la cédula de notificación que consta en autos, por lo que atendiendo a lo previsto en los Artículos SEGUNDO y CUARTO transitorios de la Ley de Responsabilidades Administrativa para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de los que se advierte con meridiana claridad que la Ley que rige el procedimiento administrativo de responsabilidades **********hasta su conclusión definitiva, lo es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas y no la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí como incorrectamente lo hace valer el actor.
A juicio de la Titular de esta Primera Sala Unitaria, en la especie no se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos consentidos tácitamente por el Actor, porque se presentó la demanda fuera del plazo legal previsto en el artículo 24 fracción I inciso a) del ordenamiento en cita.

En efecto, el Actor hizo consistir el acto impugnado de la manera siguiente:

“(…) IV.- “La resolución o acto que se impugna: La resolución de fecha 30 de marzo del año en curso recaída dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades identificado con el numeral **********instaurado en contra del suscrito y de diversos servidores públicos del Organismo Público descentralizado, denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, mediante la cual se pretende imponer como sanción una multa por la cantidad de**********.).”

Como puede verse, el Actor controvierte la resolución definitiva dictada en el Procedimiento Administrativo Disciplinario**********, en donde se le impuso como sanción una multa por la cantidad de**********.).

Dicha resolución le fue debidamente notificada al actor el día once de junio de dos mil veintiuno, como se hace constar en la cédula de notificación dirigida al actor, mediante la cual se realiza la notificación de la resolución impugnada, documental que consta a fojas 29 y 30 de los presentes autos.
Ahora bien, a juicio de esta Primera Sala Unitaria, se considera infundada la causal de improcedencia alegada, conforme a las siguientes consideraciones legales:

Al efecto, debemos definir si existe o no, la posibilidad de que al problema jurídico planteado le puedan recaer dos soluciones distintas, esto es, si existe una antinomia.
En este sentido tenemos la necesidad de definir si existe el problema que planteamos, y de ser así, posteriormente, buscaremos la solución que corresponda.

Existe una antinomia siempre que dos normas conectan a un mismo supuesto de hecho dos consecuencias jurídicas diversas e incompatibles, de modo que se dan controversias susceptibles de soluciones conflictivas.

Y en principio, un sistema no puede ser totalmente coherente ni totalmente estático, de ahí que la existencia de éstas se deba al carácter dinámico del derecho, pero también que existe la obligación de aplicar métodos para la resolución de las mismas, que devuelvan la coherencia al sistema, y lo estabilicen por lo menos de forma temporal.

De los antecedentes de la Demanda, de sus antecedentes documentales y de los argumentos de la Recurrente y de tercero, se tiene que podemos sintetizar el problema jurídico de manera muy simple:

1.- Se trata de una resolución notificada el día once de junio de dos mil veintiuno.

2.- Es una resolución dictada conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRSPEMSLP).

3.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí LRSPEMSLP, fue derogada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, con la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP) según su ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO:

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” 

4.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, ya no se encontraba vigente la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRASPEMSLP).

5.- Su vigencia solo se prorrogó para los procedimientos no concluidos a la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP)

“…SEGUNDO. A la entrada en vigor de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia. 

(…)

CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio….”

5.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, se encontraba vigente el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que entró en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete. 

6.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, el citado Código, resulta supletorio inclusive a la actual Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de san Luis Potosí

Su vigente ámbito de aplicación, está definido en sus artículos 1º. y 2º.:

ARTÍCULO 1º. “El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.” 

ARTÍCULO 2º. “Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos. “

7.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, al aplicar al caso concreto la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí LRSPEMSLP, la autoridad Recurrente pretende que se haga aplicación supletoria de su artículo 115, que disponía lo siguiente:

ARTICULO 115. “En todo lo concerniente al procedimiento no previsto en los títulos Tercero, Cuarto y Quinto de esta Ley, así como en la valoración de las pruebas, se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.”

El citado Código de Procedimientos Civiles dispone en su artículo 123 lo relativo a los términos:

Artículo 123.- “Los términos judiciales empezaran a correr al día siguiente a aquel en que se hubiera hecho el emplazamiento o notificación.”

8.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, ya se encontraba en vigor lo dispuesto por el actual Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que entró en vigencia el 19 de julio de 2017 en cuanto a los cómputos de los términos y notificaciones:

ARTÍCULO 40. “Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.”

SEGUNDO- Del anterior análisis legal, se observa que existe una antinomia legal, puesto que al mismo problema jurídico se le pueden dar dos interpretaciones, como a continuación lo presentamos:

	HIPÓTESIS RECURRENTE.
	HIPÓTESIS ACTOR

	APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 115 LRSPEMSLP POR AUSENCIA DE NORMA.
	INAPLICACIÓN DEL ARTÍCULO 115 DE LA LRSPEMSLP POR EXISTENCIA DE NORMA EXPRESA 

	CONSECUENCIA:

APLICACIÓN POR REMISIÓN AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO
	CONSECUENCIA:

APLICACIÓN DIRECTA DEL ARTICULO 40 DEL CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

	Efecto: Surte efectos el día en que se practican.
	Efecto: surte efectos el día hábil siguiente al que se practica.


Evidentemente el problema se da, porque los artículos Segundo y Cuarto Transitorios de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP), no explicó su aplicación considerando, que en esa misma fecha, ya existía norma de aplicación directa a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios que se abrogaba. 

Surge como una posible interpretación, para la aplicación prorrogada de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que desde la entrada en vigor del multicitado Código, ya no era aplicable la supletoriedad del Código de Procedimientos Civiles, y que en su lugar era aplicable por principio de especialidad, de manera directa y no supletoria el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Se destaca que la anterior Ley de Procedimientos Administrativos excluía su aplicación a la materia de responsabilidades administrativas, esta circunstancia cambió con la nueva norma que entró en vigor el citado diecinueve de julio de dos mil diecisiete; que ya preveía su aplicación.

TERCERO.- 1.- Visto lo anterior, podemos concluir que efectivamente existe una antinomia con dos posibles resultados, uno evidentemente en contra del actor, y otro a su favor. 
Para su solución, tomaremos en cuenta lo siguiente:

· Bajo la premisa de que las antinomias surgen en ocasiones de forma involuntaria, podemos destacar que existen dos posiciones encontradas sobre la existencia o inexistencia de éstas: a) que el sistema es totalmente coherente y no existen las antinomias y b) que el derecho es cambiante y vivo, y que es posible que existan las antinomias porque el derecho no es estático.
· “Como el derecho es dinámico resulta perfectamente posible que existan contradicciones normativas, pero como al mismo tiempo, el derecho es también un sistema estático de modo que el contenido de sus normas no puede entrar en contradicción con otra superiores, y singularmente con la Constitución, resulta que la coherencia se convierte en un postulado esencial del sistema” (Prieto Sanchís, Luis, Apuntes de teoría del derecho, 6ta edición, Madrid, editorial Trotta, 2011, pág. 132).

· De lo anterior se puede colegir que un sistema no puede ser totalmente coherente ni totalmente estático, de ahí que la existencia de éstas se deba al carácter dinámico de derecho, pero también que existe la obligación de aplicar métodos para la resolución de las mismas, que devuelvan la coherencia al sistema, y lo estabilicen por lo menos de forma temporal.

Cabe destacar que las antinomias se presentan por la interpretación que se realiza, es decir, son el resultado de la actividad interpretativa de un operador jurídico. 

En ese sentido, algunos de los problemas que surgen por éstas, se pueden salvar con alguna otra interpretación que le dé el sujeto que realiza dicha actividad. 

El sistema jurídico presenta una antinomia cada vez que un caso concreto es susceptible de dos diversas y opuestas soluciones con base en normas presentes en dicho sistema.

2.- En este orden de ideas, trataremos el tema del principio pro persona en aras de preparar nuestro veredicto al conflicto planteado en el presente recurso. 

Se define como un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre. Así pues, este principio supone que al interpretar, se debe preferir una interpretación extensiva cuando se habla de maximizar un derecho y una restrictiva cuando se habla de afectaciones a los derechos, y al seleccionar las normas, preferir las más protectoras y rechazar las más restrictivas.
3.- Ahora, antes de aplicar el control difuso de constitucionalidad, es decir antes de inaplicar una norma jurídica, se debe analizar si existen diversas interpretaciones que haga compatible el texto legal con el constitucional o convencional, por lo que de resultar así, se debe preferir aquella interpretación que sea más favorable a la persona. Es decir, se debe atender al principio “pro homine” contemplado en el artículo primero Constitucional. Es decir, debe hacerse una interpretación conforme.

4.- Los alcances de la interpretación conforme y el principio pro-persona, ya se encuentra acotado jurisprudencialmente, y no representa mayor tema de discusión:

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2002000. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 107/2012 (10a.). Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, página 799.Tipo: Jurisprudencia.

PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE.

De conformidad con el texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en materia de derechos fundamentales, el ordenamiento jurídico mexicano tiene dos fuentes primigenias: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Consecuentemente, las normas provenientes de ambas fuentes son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Ahora bien, en el supuesto de que un mismo derecho fundamental esté reconocido en las dos fuentes supremas del ordenamiento jurídico, a saber, la Constitución y los tratados internacionales, la elección de la norma que será aplicable -en materia de derechos humanos-, atenderá a criterios que favorezcan al individuo o lo que se ha denominado principio pro persona, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1o. constitucional. Según dicho criterio interpretativo, en caso de que exista una diferencia entre el alcance o la protección reconocida en las normas de estas distintas fuentes, deberá prevalecer aquella que represente una mayor protección para la persona o que implique una menor restricción. En esta lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en el texto constitucional, sino que también incluye a todos aquellos derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano.

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 2014332. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 37/2017 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 42, Mayo de 2017, Tomo I, página 239. Tipo: Jurisprudencia

INTERPRETACIÓN CONFORME. NATURALEZA Y ALCANCES A LA LUZ DEL PRINCIPIO PRO PERSONA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la supremacía normativa de la Constitución no se manifiesta sólo en su aptitud de servir como parámetro de validez de todas las demás normas jurídicas, sino también en la exigencia de que tales normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten de acuerdo con los preceptos constitucionales; de forma que, en caso de que existan varias posibilidades de interpretación de la norma en cuestión, se elija aquella que mejor se ajuste a lo dispuesto en la Constitución. En otras palabras, esa supremacía intrínseca no sólo opera en el momento de la creación de las normas, cuyo contenido ha de ser compatible con la Constitución en el momento de su aprobación, sino que se prolonga, ahora como parámetro interpretativo, a la fase de aplicación de esas normas. A su eficacia normativa directa se añade su eficacia como marco de referencia o criterio dominante en la interpretación de las restantes normas. Este principio de interpretación conforme de todas las normas del ordenamiento con la Constitución, reiteradamente utilizado por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, es una consecuencia elemental de la concepción del ordenamiento como una estructura coherente, como una unidad o contexto. Es importante advertir que esta regla interpretativa opera con carácter previo al juicio de invalidez. Es decir, que antes de considerar a una norma jurídica como constitucionalmente inválida, es necesario agotar todas las posibilidades de encontrar en ella un significado que la haga compatible con la Constitución y que le permita, por tanto, subsistir dentro del ordenamiento; de manera que sólo en el caso de que exista una clara incompatibilidad o una contradicción insalvable entre la norma ordinaria y la Constitución, procedería declararla inconstitucional. En esta lógica, el intérprete debe evitar en la medida de lo posible ese desenlace e interpretar las normas de tal modo que la contradicción no se produzca y la norma pueda salvarse. Así el juez ha de procurar, siempre que sea posible, huir del vacío que se produce cuando se niega validez a una norma y, en el caso concreto, de ser posibles varias interpretaciones, debe preferirse aquella que salve la aparente contradicción. Ahora bien, la interpretación de las normas conforme a la Constitución se ha fundamentado tradicionalmente en el principio de conservación de ley, que se asienta a su vez en el principio de seguridad jurídica y en la legitimidad democrática del legislador. En el caso de la ley, fruto de la voluntad de los representantes democráticamente elegidos, el principio general de conservación de las normas se ve reforzado por una más intensa presunción de validez. Los tribunales, en el marco de sus competencias, sólo pueden declarar la inconstitucionalidad de una ley cuando no resulte posible una interpretación conforme con la Constitución. En cualquier caso, las normas son válidas mientras un tribunal no diga lo contrario. Asimismo, hoy en día, el principio de interpretación conforme de todas las normas del ordenamiento a la Constitución, se ve reforzado por el principio pro persona, contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual obliga a maximizar la interpretación conforme en aquellos escenarios en los cuales, dicha interpretación permita la efectividad de los derechos fundamentales de las personas frente al vacío legislativo que puede provocar una declaración de inconstitucionalidad de la norma.
Así el juzgador ha de procurar, siempre que sea posible, huir del vacío que se produce cuando se niega validez a una norma y, en el caso concreto, de ser posibles varias interpretaciones, debe preferirse aquella que salve la aparente contradicción.

CUARTO.- INTERPRETACIÓN CONFORME DE LA LRSPEMSLP EN SU ARTÍCULO 115.

En este sentido, de conformidad con los artículos 1° y 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el numeral 8° de la Convención Americana de Derechos Humanos, 26 y 29 de la Declaración Americana de los Derechos Humanos, todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que México es parte, así como de las garantías para su protección y ejercicio; asimismo se advierte que las normas relativas a derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia. 

De manera que, todas las autoridades, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos observando los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Que como ya se expresó en el apartado SEGUNDO de esta Resolución, se observó que existe una antinomia legal, puesto que al mismo problema jurídico se le pueden dar dos interpretaciones, como a continuación lo presentamos:

	HIPÓTESIS RECURRENTE.
	HIPÓTESIS ACTOR

	APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 115 LRSPEMSLP POR AUSENCIA DE NORMA.
	INAPLICACIÓN DEL ARTÍCULO 115 DE LA LRSPEMSLP POR EXISTENCIA DE NORMA EXPRESA 

	CONSECUENCIA:

APLICACIÓN POR REMISIÓN DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO
	CONSECUENCIA:

APLICACIÓN DIRECTA DEL ARTICULO 40 DEL CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ



	Efecto: Surte efectos el día en que se practican.
	Efecto: Surte efectos el día hábil siguiente al en que se practica.


Evidentemente el problema se da, porque los artículos Segundo y Cuarto Transitorios de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP), no explicó su aplicación considerando, que en esa misma fecha, ya existía norma de aplicación directa a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios que se abrogaba. 

Surge como una posible interpretación, que, para la aplicación prorrogada de la LRASPEMSLP, que desde la entrada en vigor del multicitado Código, ya no era aplicable la supletoriedad del Código de Procedimientos Civiles, y que en su lugar era aplicable por principio de especialidad, de manera directa y no supletoria el CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

Ahora bien, consideramos que en el caso que nos ocupa, debe prevalecer en favor del gobernado, la interpretación más favorable, tomando en cuenta que en nuestro sistema jurídico nacional, este tipo de problemas ya han sido abordados por diversos criterios judiciales que por el tema, consideramos también que son obligatorios para este Tribunal de Justicia Administrativa, y han resuelto siempre, elegir entre la interpretación de la norma que más proteja el derecho en cuestión, pues es la estructura normativa, la que lesiona el derecho humano de legalidad y seguridad jurídica, al obligarlo a elegir entre una u otra opción. 

A continuación, mostramos para ilustrar el sentido de esta resolución, los diversos criterios jurisdiccionales, que abordaron problemas análogos al aquí tratado, incluyendo el que resulta de aplicación obligatoria:

Registro digital: 2009601

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR EL PLAZO PARA SU PROMOCIÓN CONFORME A LA LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 24 DE DICIEMBRE DE 2013, DEBE CONSIDERARSE QUE LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA SURTE EFECTOS EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUE.

Es criterio reiterado de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que las notificaciones de los actos que pretendan impugnarse surten efectos conforme a la ley que los rige y que las reglas de las notificaciones contenidas en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, generalmente, regulan las diligencias practicadas dentro del juicio de nulidad. Sin embargo, del artículo 13, fracción I, inciso a), de ésta, vigente hasta el 24 de diciembre de 2013, correlacionado con el diverso 58-2, párrafo último, del ordenamiento indicado, deriva que, para determinar el plazo para la promoción del juicio, es necesario conocer cuándo surte efectos la notificación de la resolución impugnada, para lo cual expresamente establecen que debe estarse a dicha ley. En consecuencia, la norma base para definir cuándo surte efectos la notificación del acto controvertido en el juicio sumario, es el artículo 70 de la legislación aludida, conforme al cual las notificaciones surten sus efectos el día hábil siguiente al en que se practiquen, pues a diferencia de otros casos, en éste, el legislador previó en específico que se estuviera a este cuerpo normativo. Esta decisión es acorde al principio constitucional de interpretación más favorable a la persona contenido en el párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de respetar los derechos de seguridad jurídica y de acceso a la justicia, ya que de atender a la ley que rige al acto impugnado tratándose de multas administrativas, como sería el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, el cual establece que las notificaciones surten efectos el mismo día en que se practican, ello podría causar perjuicio a quienes promovieron bajo la previsión expresa de las normas citadas en primer término.
Contradicción de tesis 72/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 28 de mayo de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos formularon salvedades en relación con la aplicación del principio de interpretación más favorable a la persona. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Adrián González Utusástegui. 

Registro digital: 2021124. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materias(s): Constitucional, Común. Tesis: XIX.1o. J/7 (10a.). Tipo: Jurisprudencia

PRINCIPIOS DE PREVALENCIA DE INTERPRETACIÓN Y PRO PERSONA. CONFORME A ÉSTOS, CUANDO UNA NORMA GENERA VARIAS ALTERNATIVAS DE INTERPRETACIÓN, DEBE OPTARSE POR AQUELLA QUE RECONOZCA CON MAYOR AMPLITUD LOS DERECHOS, O BIEN, QUE LOS RESTRINJA EN LA MENOR MEDIDA.

Cuando una norma pueda interpretarse de diversas formas, para solucionar el dilema interpretativo, debe atenderse al artículo 1o., segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en virtud del cual, las normas relativas a los derechos humanos deben interpretarse de conformidad con la propia Constitución y los tratados internacionales de los que México sea Parte, lo que se traduce en la obligación de analizar el contenido y alcance de esos derechos a partir del principio pro persona; de modo que ante varias alternativas interpretativas, se opte por aquella que reconozca con mayor amplitud los derechos, o bien, que los restrinja en la menor medida. De esa manera, debe atenderse al principio de prevalencia de interpretación, conforme al cual, el intérprete no es libre de elegir, sino que debe seleccionarse la opción interpretativa que genere mayor o mejor protección a los derechos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

Inclusive en otras materias, se ha dado una solución similar:

AVERIGUACIÓN PREVIA. LA ANTINOMIA ENTRE LOS ARTÍCULOS 40 DEL REGLAMENTO DEL MINISTERIO PÚBLICO, 84 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA ABROGADA Y 522, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES ABROGADO, TODOS DEL ESTADO DE QUINTANA ROO, RESPECTO A SI EL INCULPADO PUEDE O NO OBTENER COPIAS DE AQUÉLLA, CUANDO LAS REQUIERA PARA EJERCER SU DERECHO CONSTITUCIONAL DE ACCEDER A LOS DATOS NECESARIOS PARA SU DEFENSA, DEBE RESOLVERSE A FAVOR DE LAS NORMAS PERMISIVAS, EN DEMÉRITO DE LA PROHIBITIVA. En las jurisprudencias 1a./J. 52/2005 (*) y 1a./J. 117/2009 (*) la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó lo siguiente: i. El artículo 20, apartado A, fracciones VII y X, de la Constitución Federal (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008) prevé el derecho del indiciado de acceder a los datos de la averiguación previa que solicite para su defensa; ii. Este precepto no exige que el acceso a las actuaciones se efectúe forzosamente mediante la entrega de copias, sino que establece que el derecho se ejercerá con los requisitos y límites previstos en la legislación secundaria; y, iii. Es constitucionalmente válido que el legislador ordinario prohíba o permita la expedición de copias de la indagatoria a favor del acusado, como parte de su derecho a una defensa adecuada. Por otra parte, el artículo 84 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Quintana Roo abrogada establece que el Ministerio Público expedirá copias de los documentos que obren en sus archivos cuando sean necesarias para el cumplimiento de deberes o el ejercicio de derechos. Ahora bien, entre los derechos cuyo ejercicio puede motivar la expedición de copias se encuentra el de acceso a los datos de la indagatoria, como lo consideró la Sala mencionada en la jurisprudencia 1a./J. 117/2009 citada, al interpretar el artículo 44 de la abrogada Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, similar al citado artículo 84 de la ley homóloga quintanarroense. Asimismo, el artículo 522, párrafo segundo, del Código de Procedimientos Penales de la entidad (abrogado en virtud de la declaratoria de inicio del Código Nacional de Procedimientos Penales), establece implícitamente el derecho del acusado a obtener copias del procedimiento penal (incluyendo la indagatoria), ya que sólo prohíbe su expedición en los casos de delitos sexuales, violencia familiar o en aquellos en que la víctima u ofendido se oponga por razones de seguridad personal. Sin embargo, a diferencia de los citados preceptos, el artículo 40 del Reglamento del Ministerio Público de Quintana Roo establece que "sólo" se expedirán al acusado copias de la averiguación previa cuando haya sido consignada o archivada o resulten indispensables para el cobro de un seguro. Esta antinomia debe resolverse a favor de las normas permisivas en demérito de la prohibitiva, de acuerdo con los siguientes criterios: a) Conforme al principio hermenéutico pro persona previsto en el artículo 1o., párrafo segundo, de la Constitución Federal, debe optarse por los artículos 84 de la mencionada ley orgánica y 522 del citado código procesal, ya que amplían el contenido del derecho fundamental de defensa adecuada, al proporcionar al acusado mayores elementos para conocer y desvirtuar la imputación; b) Conforme al criterio jerárquico, deben preferirse las normas legales por encima del reglamento administrativo, pues éste es inferior a aquéllas, de acuerdo con el artículo 91, fracción II, de la Constitución Estatal; c) Conforme al criterio cronológico previsto en el artículo 5 del Código Civil para el Estado de Quintana Roo, el aludido artículo 40 del Reglamento del Ministerio Público se entiende tácitamente derogado por el diverso 84 de la ley orgánica mencionada, ya que la vigencia del primer precepto antinómico se remonta a 1984, mientras que la del segundo data de 1996; d) Conforme al criterio de especialidad de la ley, recogido en el artículo 10 del Código Penal local, tratándose de la actuación del Ministerio Público en la averiguación previa, tiene preeminencia el citado artículo 522 sobre el diverso 40 del reglamento, dado que el primero pertenece a un ordenamiento que regula específicamente las formalidades del procedimiento penal, mientras que el segundo corresponde a un ordenamiento que reglamenta la estructura orgánica de la institución ministerial. En conclusión, la antinomia debe resolverse a favor de las normas que permiten al acusado obtener copias de la indagatoria cuando las requiera para cumplir deberes o ejercer derechos, incluso el derecho fundamental a obtener los datos necesarios para esgrimir una defensa adecuada.

Registro digital: 2006561. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Materias(s): Constitucional, Penal. Tesis: VII.4o.P.T. J/2 (10a.).Tipo: Jurisprudencia

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL PROCESO PENAL. EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA SURTEN SUS EFECTOS AL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUEN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ, EN ABROGACIÓN PAULATINA). Aun cuando el artículo 85 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Veracruz, en abrogación paulatina a partir del 11 de mayo de 2013, que señala que los términos son improrrogables y empiezan a correr desde el día siguiente al de la fecha de la notificación, salvo los casos en que el aludido ordenamiento señale expresamente, en principio, no especifica si aplica para todo tipo de plazos, pero además es omiso en precisar a partir de cuándo surten efectos las notificaciones personales en los procedimientos penales, aunado a que en ninguna parte del propio capítulo VIII, intitulado de los "Términos" ni del diverso capítulo XII relativo a las "Notificaciones", ambos del título primero de las "Reglas generales para el proceso penal" del propio código, se advierte que contemplen tal hipótesis, necesaria para que con certeza y seguridad jurídica las partes puedan ejercer debida y oportunamente sus derechos procesales. De ahí que ante la falta de regulación sobre el tema y al encontrarse involucrado el alcance del derecho humano de acceso a la jurisdicción, debe atenderse al mayor beneficio para las partes y, por ende, considerarse que en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, conforme al cual, todas las autoridades deben aplicar el principio interpretativo pro persona, esto es, realizar la interpretación que más favorezca al justiciable, debe entenderse que las notificaciones personales realizadas en el proceso penal surten sus efectos al día siguiente al en que se practiquen, pues de esta manera se garantiza un acceso real a la justicia para las partes, al tener un plazo más amplio para inconformarse contra alguna resolución o dar cumplimiento a los requerimientos que se les realicen.
Registro digital: 2001213. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: VI.1o.A. J/2 (10a.). Tipo: Jurisprudencia.


ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. LAS GARANTÍAS Y MECANISMOS CONTENIDOS EN LOS ARTÍCULOS 8, NUMERAL 1 Y 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, TENDENTES A HACER EFECTIVA SU PROTECCIÓN, SUBYACEN EN EL DERECHO FUNDAMENTAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, interpretado de manera sistemática con el artículo 1o. de la Ley Fundamental, en su texto reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, establece el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, que se integra a su vez por los principios de justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, como lo ha sostenido jurisprudencialmente la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007 de su índice, de rubro: "ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES.". Sin embargo, dicho derecho fundamental previsto como el género de acceso a la impartición de justicia, se encuentra detallado a su vez por diversas especies de garantías o mecanismos tendentes a hacer efectiva su protección, cuya fuente se encuentra en el derecho internacional, y que consisten en las garantías judiciales y de protección efectiva previstas respectivamente en los artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en la ciudad de San José de Costa Rica el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve, cuyo decreto promulgatorio se publicó el siete de mayo de mil novecientos ochenta y uno en el Diario Oficial de la Federación. Las garantías mencionadas subyacen en el derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 constitucional, y detallan sus alcances en cuanto establecen lo siguiente: 1. El derecho de toda persona a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un Juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter; 2. La existencia de un recurso judicial efectivo contra actos que violen derechos fundamentales; 3. El requisito de que sea la autoridad competente prevista por el respectivo sistema legal quien decida sobre los derechos de toda persona que lo interponga; 4. El desarrollo de las posibilidades de recurso judicial; y, 5. El cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso. Por tanto, atento al nuevo paradigma del orden jurídico nacional surgido a virtud de las reformas que en materia de derechos humanos se realizaron a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor al día siguiente, se estima que el artículo 17 constitucional establece como género el derecho fundamental de acceso a la justicia con los principios que se derivan de ese propio precepto (justicia pronta, completa, imparcial y gratuita), mientras que los artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevén garantías o mecanismos que como especies de aquél subyacen en el precepto constitucional citado, de tal manera que no constituyen cuestiones distintas o accesorias a esa prerrogativa fundamental, sino que tienden más bien a especificar y a hacer efectivo el derecho mencionado, debiendo interpretarse la totalidad de dichos preceptos de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados, atento al principio pro homine o pro personae, la interpretación más favorable que les permita el más amplio acceso a la impartición de justicia.
En este sentido y como ya anticipamos, de conformidad con los artículos 1° y 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el numeral 8° de la Convención Americana de Derechos Humanos, 26 y 29 de la Declaración Americana de los Derechos Humanos, todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que México es parte, así como de las garantías para su protección y ejercicio; asimismo se advierte que las normas relativas a derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia. De manera que, todas las autoridades, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos observando los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. También se advierte que toda persona tiene derecho a que sean respetadas las formalidades del debido proceso, con el fin de que se le proporcionen los elementos suficientes para defender su esfera jurídica, 

Ahora bien, consideramos que en el caso que nos ocupa, debe prevalecer en favor del gobernado, la interpretación más favorable, considerando además la forma en que este problema se abordó en otras materias, como observamos en los criterios judiciales que citamos anteriormente, y que han resuelto siempre, elegir entre la interpretación de la norma que más proteja el derecho en cuestión, pues es la estructura normativa, la que lesiona el derecho humano de legalidad y seguridad jurídica, al obligarlo a elegir entre una u otra opción. 

De lo anterior, se advierte que de una interpretación literal, surgen dos probables interpretaciones distintas entre sí, motivo por el cual, es necesario interpretar su contenido conforme al texto Constitucional y de los Tratados Internacionales antes citados, para dar una mayor protección a los gobernados que pretendan interponer un juicio contencioso administrativo, y encuentren que existen dos posibilidades de interpretación en cuanto a cuál es la norma que hay que aplicar para que se tengan surtidos los efectos de las notificaciones; pues si solo se atendiera a lo que de manera literal establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí LRASPEMSLP en su artículo 115 y su remisión al Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, se limitaría el derecho del debido proceso, o bien considerar que ya no es necesaria esa remisión supletoria, porque en esa época, existe norma aplicable al caso concreto, esto es, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y que no se sostiene una aplicación supletoria donde existe en el tiempo, una norma vigente y aplicable al caso concreto, por lo que debe aplicar por disposición directa, lo dispuesto por dicho ordenamiento. 
Esta decisión de aplicar el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es acorde al principio Constitucional de interpretación más favorable a la persona contenido en el párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de respetar los derechos de seguridad jurídica y de acceso a la justicia, ya que de atender al Código de Procedimientos Civiles el cual establece que las notificaciones surten efectos el mismo día en que se practican, ello podría causar perjuicio a quienes promovieron bajo la previsión expresa de las normas citadas, en lugar de promover con la norma que más le favorecía. 
Por lo que, atendiendo también a la vertiente del principio pro persona, sobre elegir entre la interpretación de la norma que más proteja el derecho en cuestión, debe considerarse la aplicación del artículo 40 Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación directa y particular a las notificaciones practicadas en los procedimientos desarrollados conforma a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y por lo tanto, considerar que las notificaciones personales surten sus efectos el día hábil siguiente en que se realicen. Luego entonces, resulta infundada la causal de improcedencia alegada por la autoridad.

En cuanto, a las diversas excepciones y defensas opuestas por la demandada, consistentes en la improcedencia de la acción de la parte actora,  así como la defensa de sine actione agis; la improcedencia y excepción se refieren a que, la resolución impugnada fue dictada conforme a derecho y cumpliendo con los requisitos legales, y que corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad, lo que desde luego, no es una causal de improcedencia, sino una argumentación relativa al fondo del asunto; por tanto, resultan inatendibles en este momento procesal.

Del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio.  

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 4 a la 26 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- A juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, el primer motivo de disenso que el Actor hace valer en su escrito de demanda, resulta fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado, en atención a las siguientes consideraciones legales: 
En virtud de que la competencia de las autoridades es de orden público y estudio preferente, se procede al análisis del concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, en el que el actor sustancialmente aduce que hace valer la indebida fundamentación y motivación del acto de autoridad motivo del procedimiento y génesis, con el cual se le pretende sancionar de manera administrativa e impone la multa que por este medio combate, ya que de una revisión al documento relativo está sustentando y tiene su origen en el dictamen técnico número**********, que suscribe la Directora General de Auditoría de Obra Pública de la Contraloría General del Estado, a través del cual se estableció la probable existencia de responsabilidades e irregularidades derivadas de la auditoría  **********realizada por ese Órgano de Control del Estado al Convenio en materia de transferencia de recursos del programa de desarrollo humano oportunidades-componente de saludo del ejercicio presupuestal 2013, el mismo no reúne los requisitos de legalidad y de formalidad con que se deben de distinguir los actos de autoridad.
Agrega el demandante, que el dictamen técnico en el cual se sustenta el inicio del procedimiento de responsabilidades instaurado en su contra, se observa que es violatorio de garantías, dejando en claro su estado de indefensión, en virtud de que adolece de la debida fundamentación, al utilizar como fundamento el inciso B del artículo 8 del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, sin que se señala la fracción en la que se pretende encuadrar su sustento, ya que dicho artículo en el inciso citado, tiene un total de 15 fracciones, sin que ninguna de ellas haya sido señalada como sustento de la actuación de la Directora General de Auditoría de Obra Pública al momento de la emisión del dictamen, con el que se inicia y solicita el fincamiento de presunta responsabilidad.

Señala además el actor, que en el dictamen la Directora General de Auditoría de Obra Pública, sustenta su actuar en el artículo 10 fracciones II, V, VII y VIII del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, sin que de las mismas se advierta la competencia relativa a la observación establecida en el dictamen, pues dicha disposición en sus diversas fracciones establecen atribuciones conferidas en la materia relacionada con las obras públicas y los servicios relacionados con la misma, razón por la cual al realizar una auditoría en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, no solo se encuentra fuera de su ámbito de competencia, sino que además es carente de legalidad y certeza jurídica.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizado el argumento que hace valer la parte actora, esta Primera Sala Unitaria considera que el concepto de impugnación en estudio es fundado y suficiente, para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En este sentido, cobra relevancia la tesis jurisprudencial que enseguida se transcribe:

Registro digital: 179528

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 201/2004

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Enero de 2005, página 543

Tipo: Jurisprudencia

NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN FACULTADAS PARA ANALIZAR DE OFICIO NO SÓLO LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SINO TAMBIÉN LA DE QUIEN ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL CUAL DERIVÓ ÉSTA. De la interpretación armónica y relacionada del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, se concluye que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están facultadas para analizar oficiosamente la incompetencia tanto de la autoridad que emitió la resolución impugnada en juicio, como de la que ordenó o tramitó el procedimiento relativo del cual deriva aquélla. Ello es así, porque la competencia de las autoridades es una cuestión de orden público, como lo establece el penúltimo párrafo del referido precepto, por lo cual no sería factible que de una interpretación estricta y literal se sostuviera que los mencionados órganos sólo están facultados para analizar de oficio la incompetencia de la autoridad emisora de la resolución impugnada, pues en el supuesto de carecer de competencia legal el funcionario que ordenó o tramitó el procedimiento relativo del cual derivó la resolución definitiva, ésta estaría afectada desde su origen y, por ende, sería ilegal, al incidir el vicio de incompetencia directamente en la resolución emanada de un procedimiento seguido por autoridad incompetente. Esto es, admitir una postura contraria y sostener que las mencionadas Salas sólo están facultadas para analizar oficiosamente la incompetencia de la autoridad emisora, propiciaría la subsistencia de resoluciones que derivan de un procedimiento viciado en virtud de haberlo iniciado o instruido una autoridad sin competencia legal.

Contradicción de tesis 184/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 1o. de diciembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Marcia Nava Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 201/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del ocho de diciembre de dos mil cuatro.

De igual manera, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
En el expediente del presente juicio, obra el dictamen técnico identificado con el consecutivo **********suscrito por la Directora General de Auditoría de Obra Pública, que contiene la observación que precisa el incumplimiento en la contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público por un importe de $**********m.n.), en el cual tuvo su origen el inicio del procedimiento administrativo disciplinario que culminó con el dictado de la resolución impugnada emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.

En el caso que nos ocupa, la Directora General de Auditoría de Obra Pública en dicho acto de autoridad consistente en el dictamen técnico de referencia, para fundar su competencia señalo en lo conducente a sus facultades lo siguiente:

“…Con fundamento en lo dispuesto en el Artículo 108 cuarto párrafo, 109 Fracción III y Artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 124 y 125 fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; Artículo 37 Fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en relación con el Artículo Segundo Transitorio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la citada Ley, Artículo 33 fracción I del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública; 43 y 44 fracción XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 6 Fracción VIII, 8 inciso B y 10 fracciones II, V, VII, y VIII del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, y con base en el Acuerdo de Coordinación para el Fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública y Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción suscrito por el Gobierno Federal y Estatal.”
Como se aprecia, la emisora del dictamen de referencia citó como fundamentos, entre otros, los siguientes artículos 33 fracción I, del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública, 43 y 44 Fracción XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 6 fracción VIII, 8 inciso B y 10 fracciones II, V, VII y VIII del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado y con base en el acuerdo de coordinación para el fortalecimiento del Sistema Estatal de Control y Evaluación de la Gestión Pública y Colaboración en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción suscrito por el Gobierno Federal y Estatal; los cuales establecen lo siguiente:

Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública

Artículo 33.- La Coordinación General de Órganos de Vigilancia y Control tiene las atribuciones siguientes:

I.- Coordinar a los delegados, subdelegados y comisarios públicos, así como interrelacionarlos con la persona titular de la Secretaría y las Unidades Administrativas de la Secretaría:…”

Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado

ARTICULO 43. Los actos de los servidores públicos de la administración pública del Estado, se sujetarán a un Sistema Estatal de Control, mediante el cual se vigila su apego a la normatividad establecida y la transparente aplicación de los recursos del erario.

ARTICULO 44. Para efecto de lo establecido en el artículo inmediato anterior, el Gobernador del Estado contará con la Contraloría General del Estado, a la que le corresponde el derecho de los siguientes asuntos:
… XIII. Informar a la ciudadanía, y publicar en el Periódico Oficial del Estado, por lo menos una vez al año, el resultado final de la evaluación, fiscalización y auditoría de las dependencias y entidades de la administración pública, así como de la recepción, seguimiento y avance o resolución de los asuntos a que se refiere la fracción XI de este artículo;
Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado
ARTICULO 6°.- “El Contralor General del Estado, tendrá las siguientes atribuciones y facultades:

… VIII.- Autorizar los Sistemas de Control y Evaluación, la práctica de auditorías y de cualquier procedimiento administrativo o jurídico, a que se sometan las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal.”

ARTICULO 8°.- Corresponde a los Directores Generales, el ejercicio de las siguientes atribuciones y facultades de carácter general:

… B).- Dirección General de Auditoria de obra Pública: 

I.- Coordinar con la Dirección General de Coordinación de Contralorías Internas y comisarias, la fiscalización de los recursos en materia de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, en las dependencias y Entidades del Estado; 

II.- Participar en la coordinación, operación y evaluación de las actividades del Subcomité de Control y Evaluación del Comité de Planeación para el L’OLMT 6 Desarrollo del Estado en temas relacionados con la obra pública y servicios relacionados con las mismas; 

III.- preparar los informes que deban presentarse a la Secretaria de la Función Pública, u otros órganos de control que lo requieran, relativos al ejercicio y aplicación de los recursos federales transferidos al estado para la ejecución de Obras Publicas convenidas; 

IV.- Verificar, por si o a través de sus áreas de adscripción, que los actos de la administración pública estatal, se ajusten a las disposiciones legales vigentes, en materia de planeación, presupuestacion, ingresos, egresos, financiamiento, inversión y adquisiciones relativos a obras públicas y servicios relacionados con las mismas; 

V.- Coadyuvar con la Dirección General de Normatividad en la Substanciación de los procedimientos de responsabilidades administrativas, disciplinarios y resarcitorios de servidores públicos, terceros, derivados de las investigaciones, revisiones, auditorias, o fiscalización de obras públicas que se practiquen en la Dirección de Fiscalización de Obra; 

VI.-Elaborar, en el ámbito de su competencia y para la aprobación del Contralor General, el programa sectorial de vigilancia y control de la administración pública estatal en materia de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, y participar en el programa anual de trabajo de la Contraloría General del Estado; 

VII.- Presentar al contralor General del Estado para su aprobación en el mes de enero de cada año, el plan selectivo de la fiscalización a realizar en el respectivo ejercicio a las dependencias y entidades, respecto de obras públicas y servicios relacionados con las mismas; 

VIII.- Fungir como enlace ante la Contaduría Mayor de Hacienda del H. Congreso del Estado, con la secretaria de la Función Pública y la Auditoria Superior de la Federación y del estado, en su caso para realizar acciones conjuntas en materia de fiscalización de obra pública y servicios relacionados con las mismas así como seguimiento de sus observaciones y recomendaciones; 

IX.- Intervenir en coordinación con la Dirección General de Normatividad, en las revisiones de los proyectos de convocatorias y Bases de licitación previas al inicio de concursos, así como en los procedimientos de licitaciones públicas, invitación restringida, adjudicación directa y contratación de obras públicas y servicios relacionados con las mismas, en la tarea de vigilar que se cumpla con las disposiciones legales y requisitos técnicos correspondientes; 

X.- Coadyuvar con la Dirección General de Normatividad en la substanciación de los procedimientos relacionados con inconformidades que formulen particulares conforme a la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado; 

XI.- Contribuir con la Dirección General de Normatividad de la tarea de proponer a la superioridad la instrumentación de medidas preventivas y disposiciones de carácter general que deban sugerirse a las dependencias y entidades de la administración Pública Estatal, a fin de propiciar la adecuada L’OLMT 7 aplicación de las Leyes de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas; 

XII.- Elaborar y proponer al Contralor General del Estado, los proyectos de reformas , adiciones o modificaciones del Reglamento Interior de la Contraloría, así como los Manuales de Organización y procedimientos y demás documentos que tiendan a regular el funcionamiento de las áreas a su cargo; 

XIII.- En coordinación con la Dirección General de Normatividad, atender por sí o a través de sus áreas de adscripción, la expedición, negación, reposición, suspensión o cancelación del registro estatal Único de contratistas en el Estado (REUC) e integrar el Registro estatal correspondiente, así como coadyuvar con esa área en la atención de los recursos derivados de ese mismo Registro; 

XIV.- Colaborar con la Dirección General de Normatividad en la revisión de convocatorias y Bases de Licitación previas al inicio de los concursos respectivos, así como de licitaciones para el otorgamiento de concesiones relacionadas con los Bienes del Estado, en la tarea de vigilar que se cumpla con las disposiciones legales y requisitos técnicos correspondientes. 

XV.- Proponer al titular del Órgano Estatal de Control, lineamientos y criterios de observancia general relacionados con la aplicación de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado y Municipios de sana Luis Potosí y su Reglamento. 

XV.- Las demás que señalen las leyes, reglamentos, Decretos, Acuerdos y manuales aplicables, así como aquellas que le confiera la superioridad. 

Para realizar esas funciones se le asignara el personal que sea necesario para tal efecto.

( ADICIONADO P.O.E. 16 DE ENERO 2007).

Lo resaltado es nuestro.

ARTICULO 10.- Corresponden a la Dirección de Fiscalización de Obra, las siguientes atribuciones: 

…II.- Fiscalizar y evaluar el uso de los fondos federales en programas de inversión relativos a obras públicas derivados de convenios de desarrollo suscritos entre el Gobierno Federal y el Estatal. …

…V.- Verificar que las dependencias y entidades estatales y federales ejecutoras de obras públicas con cargo a recursos estatales o federales convenidos en acuerdos de coordinación, cumplan con las disposiciones legales aplicables en materia de planeación, programación, presupuestación, ejecución, control y evaluación de las obras públicas.

… VII.- Fiscalizar, conjuntamente con funcionarios de la Secretaría de la Función Pública el uso de los recursos federales transferidos al Estado, de conformidad con el Convenio de Desarrollo Social y demás convenios que el Estado celebre con las dependencias y entidades del Gobierno Federal. 

( REFORMADO P.O.E, 16 DE ENERO 2007). 

VIII.- Preparar los informes que deban presentarse a la Secretaría de la Función Pública Contraloría y Desarrollo Administrativo, relativos al ejercicio y aplicación de los recursos federales transferidos al Estado para la ejecución de Obras Públicas convenidas; 

( ADICIONADO P.O.E, 16 DE ENERO 2007).”

De los fundamentos legales transcritos, se desprenden las siguientes consideraciones: 

1.- Que la Coordinación General de Órganos de Vigilancia y Control tiene entre otras atribuciones la de Coordinar a los delegados, subdelegados y comisarios públicos, así como interrelacionarlos con la persona titular de la Secretaría y las Unidades Administrativas de la Secretaría.

2.- Que los actos de los servidores públicos de la administración pública del Estado, se sujetarán a un Sistema Estatal de Control, y para tal efecto el Gobernador del Estado contará con la Contraloría General del Estado.

3.- Que a la Contraloría General del Estado le corresponde el derecho de Informar a la ciudadanía, y publicar en el Periódico Oficial del Estado, por lo menos una vez al año, el resultado final de la evaluación, fiscalización y auditoría de las dependencias y entidades de la administración pública, así como de la recepción, seguimiento y avance o resolución de los asuntos a que se refiere la fracción XI de este artículo.

4.-  Que el Contralor General del Estado, tiene la facultad de

Autorizar los Sistemas de Control y Evaluación, la práctica de auditorías y de cualquier procedimiento administrativo o jurídico, a que se sometan las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal.

5.- Que la Dirección General de Auditoría de obra Pública, tiene las facultades consignadas en las diversas fracciones comprendidas en el inciso B), respecto de los cuales la autoridad que emite el dictamen técnico número**********, que suscribe la Directora General de Auditoría de Obra Pública, a través del cual se estableció la probable existencia de responsabilidades e irregularidades derivadas de la auditoría  **********realizada por ese Órgano de Control del Estado al Convenio en materia de transferencia de recursos del programa de desarrollo humano oportunidades-componente de saludo del ejercicio presupuestal 2013, no preciso la fracción, al señalar únicamente el inciso (B), omitiendo precisar de manera concreta la o las fracciones que resultaban aplicables al caso.

6.- Que entre otras atribuciones de la Dirección de Fiscalización de Obra, se encuentran las de Fiscalizar y evaluar el uso de los fondos federales en programas de inversión relativos a obras públicas derivados de convenios de desarrollo suscritos entre el Gobierno Federal y el Estatal, verificar que las dependencias y entidades estatales y federales ejecutoras de obras públicas con cargo a recursos estatales o federales convenidos en acuerdos de coordinación, cumplan con las disposiciones legales aplicables en materia de planeación, programación, presupuestación, ejecución, control y evaluación de las obras públicas, Fiscalizar, conjuntamente con funcionarios de la Secretaría de la Función Pública el uso de los recursos federales transferidos al Estado, de conformidad con el Convenio de Desarrollo Social y demás convenios que el Estado celebre con las dependencias y entidades del Gobierno Federal, y preparar los informes que deban presentarse a la Secretaría de la Función Pública Contraloría y Desarrollo Administrativo, relativos al ejercicio y aplicación de los recursos federales transferidos al Estado para la ejecución de Obras Públicas convenidas.

Por lo que hace al Acuerdo de coordinación que celebran el Ejecutivo Federal y el Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, cuyo objeto es la realización de un programa de coordinación especial denominado “Fortalecimiento del sistema estatal de control y evaluación de la gestión pública, y colaboración en materia de transparencia y combate a la corrupción”, este contiene el objeto del acuerdo, las acciones para el fortalecimiento del sistema estatal de control y evaluación de la gestión pública, las acciones para inspeccionar, controlar y vigilar el ejercicio aplicación de los recursos federales otorgados al estado, de colaboración en materia de transparencia y combate a la corrupción, de la modernización de las administraciones públicas estatal y municipales, de las quejas y denuncias, de los procedimientos de contratación, de las responsabilidades y sanciones, de la participación social, transparencia y combate a la corrupción, y las consideraciones finales.

Conforme a las consideraciones anteriores, resulta insuficiente la fundamentación de la competencia de la autoridad que ordenó el dictamen técnico número**********, que suscribe la Directora General de Auditoría de Obra Pública, a través del cual se estableció la probable existencia de responsabilidades e irregularidades derivadas de la auditoría  **********, que dio origen al procedimiento del cual derivó la resolución impugnada, toda vez que si bien es cierto de los fundamentos invocados, se desprende la cita del precepto legal que otorga facultades a la Dirección General de Auditoría de obra Pública, artículo 8° inciso B), del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, sin embargo no precisa la o las fracciones correspondientes, no obstante que dicho inciso comprende las diversas fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV y XV.
Por tanto, si el acto de autoridad consistente en  el dictamen técnico número **********que suscribe la Directora General de Auditoría de Obra Pública, a través del cual se estableció la probable existencia de responsabilidades e irregularidades derivadas de la auditoría  **********realizada por ese Órgano de Control del Estado al Convenio en materia de transferencia de recursos del programa de desarrollo humano oportunidades-componente de saludo del ejercicio presupuestal 2013, y por ende es en dicho acto en el que se sustenta la autoridad para establecer la existencia de irregularidades derivadas de la auditoría realizada, con lo cual se infiere que con motivo de las conductas investigadas, el aquí actor en su carácter de ex servidor público presumiblemente incumplió con la normatividad aplicable; sin que en dicho acto de autoridad se haya precisado exhaustivamente su competencia, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso la fracción o fracciones, del inciso correspondiente, al citar como fundamento el artículo 8° inciso B, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, el cual prevé expresamente las facultades conferidas a la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, en sus diversas fracciones comprendidas de la I a la XV, sin señalar la fracción o fracciones que le otorgan competencia, por lo que el fundamento invocado, no precisa la competencia material de la referida autoridad emisora del dictamen de referencia.
Lo anterior es así, pues no se desprende la facultad de la Directora General de Auditoría de Obra Pública, para ejercer las atribuciones de autoridad, en los términos de la reglamentación correspondiente, relacionadas a la auditoría en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público.

Máxime que, es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de autoridad su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia, sin que en el caso así haya acontecido.
 Sin que pase inadvertido para esta Sala Unitaria, que la demandada al producir su respectiva contestación de demanda sostuvo que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, y que en lo relativo a la competencia de la autoridad emisora del dictamen señaló lo siguiente:
“…Ahora bien, en cuanto a las manifestaciones que realiza para sustentar que el dictamen técnico **********que dio inicio al procedimiento administrativo de responsabilidades **********resultaba ilegal, debe decirse que las mismas son infundadas y no le asiste la razón, pues en cuanto a las atribuciones de la Contraloría General del Estado para emitir a través de su Dirección de Auditoría de Obra Pública el Dictamen Técnico **********se advierte que consta agregado el procedimiento administrativo de responsabilidades en cita, los oficios **********de nueve de julio de dos mil catorce, así como oficio**********, conforme a los cuales el entonces Contralor General del Estado, con la facultad establecida en el numeral 44 fracción XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, delegó e Instituyó para que se llevaran a cabo la auditoría denominada**********, ambas del ejercicio 2013,  la primera practicada a los servicios de Salud de San Luis Potosí, instruyendo a la Dirección General de Control y a la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, para que se coordinaran en el desarrollo de tales auditorías.
Por consiguiente, dicho oficio tiene una delegación expresa de atribuciones que de forma original están conferidas al Contralor General del Estado, que comprende el auditar los recursos federales que se transfieran a las dependencias y entidades dela administración pública Estatal, como en el caso lo es los Servicios de Salud de San Luis Potosí, como Organismo público descentralizado, con independencia de que los recursos se aplicarán en obras o acciones, pues la atribución en general está encaminada a vigilar la adecuada aplicación de los recursos federales transferidos y, si en el caso se advirtió la observación en comento, el servidor público tuvo oportunidad de descargar o solventar la misma ante las áreas auditoras, lo cual en el singular no consta que haya efectuado, por tanto su argumento no es relativo a controvertir la materia de las imputaciones que se le formularon.
En ese orden de ideas, debe decirse lo mismo respecto a que se le deja en un supuesto estado de indefensión al señalarse como fundamento del Dictamen Técnico el artículo  inciso B del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, pues dicho inciso es claro en precisar las facultades con las que cuenta la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, que se resumen en auditar y fiscalizar los recursos otorgados al Estado….”
De la transcripción anterior, se desprende que la autoridad demandada señaló que de los oficios **********de nueve de julio de dos mil catorce, así como oficio**********, que constan agregados en el procedimiento administrativo de responsabilidades que nos ocupa, el entonces Contralor General del Estado, con la facultad establecida en el numeral 44 fracción XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Estatal, delegó e Instituyó para que se llevaran a cabo la auditoría denominada**********, ambas del ejercicio 2013,  la primera practicada a los servicios de Salud de San Luis Potosí, instruyendo a la Dirección General de Control y a la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, para que se coordinaran en el desarrollo de tales auditorías, y que por tanto, dicho oficio tiene una delegación expresa de atribuciones que de forma original están conferidas al Contralor General del Estado, que comprende el auditar los recursos federales que se transfieran a las dependencias y entidades dela administración pública Estatal, como en el caso lo es los Servicios de Salud de San Luis Potosí, como Organismo público descentralizado, con independencia de que los recursos se aplicarán en obras o acciones, pues la atribución en general está encaminada a vigilar la adecuada aplicación de los recursos federales transferidos.
Como se ve, la demandada hace referencia a diversos oficios, contenidos a fojas 221 y 222 de la copia certificada del expediente administrativo de responsabilidades**********, presentado en archivo digital en un disco de almacenamiento DVD-R (los oficios **********de nueve de julio de dos mil catorce, así como oficio**********,), los cuales son distintos al dictamen técnico número **********que suscribe la Directora General de Auditoría de Obra Pública, el cual da origen al procedimiento de responsabilidades e irregularidades derivadas de la auditoría  **********, de ahí que la autoridad demandada hace alusión a documentos distintos del señalado por el accionante.

Conforme al anterior análisis, se tiene entonces que como lo aduce la parte actora, la autoridad emisora del dictamen técnico identificado con el consecutivo **********de fecha 29 de marzo de 2016 (Directora General de Auditoría de Obra Pública), que contiene la observación que precisa el incumplimiento en la contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público por un importe de $**********m.n.), en el cual tuvo su origen el inicio del procedimiento administrativo disciplinario que culminó con el dictado de la resolución impugnada; por lo que la emisora del dictamen técnico fue omisa en señalar de manera precisa el fundamento legal que establece la facultad de la Directora General de Auditoría de Obra Pública de la Contraloría General del Estado, para emitir el dictamen técnico; máxime que incluso si bien es cierto se citó como fundamento entre otros el artículo 8° inciso B, del Reglamento Interior de la Contraloría General del Estado, que establece en quince fracciones las atribuciones de la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, no menos es verdad que si su intención era materializar alguna de ellas debió precisar la fracción estrictamente aplicable de dicho precepto legal, ya que cada una de las referidas fracciones establece diversos supuestos jurídicos, por lo que se debió precisar de manera exacta, a cuál de ellas se hacía referencia, lo cual no sucedió en la especie.
En tal virtud, del acto de autoridad relativo al dictamen técnico identificado con el consecutivo **********de fecha 29 de marzo de 2016, del cual deriva la resolución impugnada, no se acredita fehacientemente que la emisora del mismo, Directora General de Auditoría de Obra Pública, estaría en condiciones de emitir la misma; de ahí la necesidad de que fuera plasmado en referido dictamen, el fundamento legal en forma específica, para que el particular, se imponga de que efectivamente, la autoridad que emite el acto de molestia, en este caso mediante el cual se deriva o bien tiene su origen el procedimiento administrativo disciplinario, está facultada para hacerlo.

En efecto, pues como lo ha determinado la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el criterio jurisprudencial citado en párrafos precedentes, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, por ende, en tratándose de la competencia de la autoridad con la finalidad de cumplir con dicha garantía de fundamentación, resulta necesario que las autoridades precisen en forma exhaustiva su competencia con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso, el artículo, apartado, párrafo, fracción, inciso o subinciso, y en su caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribir la parte correspondiente, con la finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana.

Por virtud de lo anterior, es manifiesto que la Dirección General de Auditoría de Obra Pública, emisora del acto de autoridad consistente en el dictamen técnico identificado con el consecutivo **********fecha 29 de marzo de 2016 (Directora General de Auditoría de Obra Pública), que contiene la observación que precisa el incumplimiento en la contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público por un importe de $**********m.n.), a través del cual se dio inicio al procedimiento que culminó con el dictado de la resolución impugnada, no dio cumplimiento a la garantía de debida fundamentación que consagra el artículo 16 de la Constitución Federal, resultando relevante  señalar que acorde a la jurisprudencia que enseguida se cita, para satisfacer el aludido requisito es necesario que en el documento respectivo, se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, como acontece en la especie, se precisen con claridad y detalle el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación, lo que evidentemente la autoridad emisora del dictamen Directora General de Auditoría de Obra Pública no realizó.

El criterio referido, es del siguiente tenor:

Registro digital: 188432, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 57/2001, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Noviembre de 2001, página 31.

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.

Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno.

Luego entonces, inconcuso resulta que resulta ilegal el dictamen técnico, el cual constituye el antecedente de inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades que culminó con la resolución controvertida, origina ineludiblemente la ilegalidad de dicha actuación, al ser un acto que encuentra apoyo en aquella, por lo que constituye fruto de un acto viciado de origen.

Apoya la determinación anterior, la jurisprudencia que es del tenor siguiente.
Registro digital: 252103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Séptima Época, Materias(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280.

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En atención a lo anterior, lo procedente es declarar la nulidad lisa y llana de la resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********instaurado en contra del aquí actor, con fundamento en el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al haber derivado de un dictamen técnico donde no se fundamentó de manera suficiente la competencia de la autoridad emisora de dicho acto de autoridad, con lo que se actualiza la causa de nulidad prevista en el artículo el artículo 250 fracción II, del ordenamiento en cita, que consigna la hipótesis de ilegalidad para que proceda la nulidad del dictamen y de la resolución impugnada, derivado de la insuficiente fundamentación de la competencia de la emisora del dictamen que motivo del procedimiento administrativo de responsabilidades.
Al respecto resulta aplicable la jurisprudencia que enseguida se cita:

Registro digital: 172182, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 99/2007, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 287

NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.

En ese sentido, se tiene que todo acto de autoridad, deberán de estar debidamente fundado y motivado, debiendo contemplar de manera indubitable la competencia para llevar a cabo el acto de autoridad, por lo que en esas circunstancias, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la nulidad del dictamen técnico identificado con el consecutivo **********de fecha 29 de marzo de 2016 (Directora General de Auditoría de Obra Pública), que contiene la observación que precisa el incumplimiento en la contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público por un importe de $**********.), puesto que como ha quedado demostrado en el presente juicio, dicho documento fue emitido sin la suficiente fundamentación exigida por el artículo 16 de la Constitución Federal, respecto de la facultad para ejercer el acto de autoridad, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en consecuencia, dicho documento no puede surtir efecto legal alguno en la esfera jurídica del actor.

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución definitiva de treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra del aquí actor, por lo que se deja sin efecto legal alguno únicamente con relación a la conducta atribuida al C. **********, así como de sus respectivas sanciones administrativas consistentes en multa por la cantidad mencionada en dicha resolución, y sus efectos correspondientes, es decir, concerniente a la inscripción de las sanciones impuestas en el registro respectivo.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos de este fallo.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora probó su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la nulidad de la resolución impugnada, consistente en la dictada en fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento Administrativo de Responsabilidades número**********, instaurado en contra del aquí actor; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
